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$US 27 MIL, PERO 
PRECIO DE FÁBRIGA 
ERA DE SUSAAS: 


EL RÉGIMEN DE FACTO autorizó la compra de 500 equipos. 170 llegaron al país, 
pero no eran adecuados para terapia intensiva, sino para asistencia en emergencias. 
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n mayo se cumplieron 

tres años del escánda- 

lo de corrupción en la 

compra de respirado- 
res para combatir la pandemia 
del Covid-19 durante el régi- 
men de facto. 

El procurador general del Es- 
tado, Wilfredo Chávez, deman- 
dó, en su momento, “apurar las 
investigaciones hasta alcanzar 
una sentencia”. 

“Ha sido un negociado asque- 
roso que ocasionó la muerte de 
miles de personas”, dijo Chávez 
durante la Rendición Pública de 
Cuentas Inicial 2023 de la Procu- 
raduría General del Estado, que se 
cumplió en la ciudad de El Alto. 

El miércoles 20 de mayo de 
2020 ocurrían dos incidentes: en 
medio del escándalo por la com- 
pra de respiradores con sobrepre- 
cio y miles de fallecidos por falta 
de esas máquinas, el ministro de 
Salud de Añez, Marcelo Navajas, 


era destituido y luego capturado 
por la fuerza pública. 

Navajas, médico propietario 
de una famosa clínica paceña con 
mayoría de asegurados de la Em- 
bajada de Estados Unidos, ejerció 
el cargo menos de dos meses. 

Los respiradores para unida- 
des de cuidados intensivos lle- 
garon al país apenas unos días 
antes en un vuelo procedente 
de España y estaban siendo dis- 
tribuidos en hospitales del país 
hasta que se conoció que su pre- 
cio era exorbitante. 


500 EQUIPOS 

Añez autorizó la compra de 
500 equipos. 170 llegaron al país y 
fueron adquiridos por casi $us 27 
mil cada uno. 

Los ventiladores producidos 
por la empresa catalana GPA In- 
nova tenían un precio de fábrica 
de $us 7.194, pero la administra- 
ción de facto pagó —a uno o varios 
intermediarios vinculados al pro- 
pio Gobierno, en un evidente con- 


flicto de intereses— más de $us 4,7 
millones por las 170 máquinas. 

Ese monto total estableció que 
cada una de las máquinas le costó 
al Estado $us 27 mil. 

El régimen de Jeanine Añez 
decidió proceder con esa com- 
pra directamente en España, a 
través de su cónsul en Barcelo- 
na, David Pareja. 

Los medios de prensa estable- 
cieron que la mandataria y el jo- 
ven diplomático, sin ninguna ex- 
periencia para el cargo, tenían un 
vínculo de parentesco. 

La compra de los respirado- 
res era el gran logro del gobier- 
no que asumió pasando por alto 
la Constitución Política del Esta- 
do. La propia Añez anunció en un 
acto público la compra de las má- 
quinas, la primera adquisición de 
material médico para hacer frente 
al Covid-19 que había prometido. 

El sobreprecio fue un enorme 
problema, pero también el recha- 
zo del personal médico a utilizar 
las máquinas españolas. 


RECHAZO 

Los especialistas se quejaron 
públicamente y explicaron al país 
que los aparatos no eran de tera- 
pia intensiva, sino de asistencia 
en emergencias, y por tanto resul- 
taban inadecuados para atender a 
pacientes de Covid-19. 

El modelo que adquirió Boli- 


via era básico, así que la empre- 
sa y los intermediarios ofrecie- y 


ron cambiar las 170 unidades ya 
entregadas por un modelo apto 
para terapia intensiva, sin costo 
para el país. 

La oferta despertó más 
sospechas. 

El gobierno de Jeanine Añez, 
que ella misma bautizó como de 
“transición”, enfrentó la crisis sa- 
nitaria de forma caótica y “el au- 
mento de muertes que siguió fue 
uno de los peores del mundo”, 
denunció en su momento el influ- 
yente The New York Times. 

En enero de 2022, la comisión 
de fiscales de la Fiscalía Especia- 
lizada en Delitos de Corrupción 


» que investigó el caso Respirado- 
res Españoles presentó la acusa- 
ción formal contra ocho perso- 
nas implicadas en la compra de 
los ventiladores pulmonares de 
la marca Respira Device, de ori- 
gen español. 


SINDETENIDOS 
Entre los acusados, todos ellos 
libres, figuran exfuncionarios del 
Ministerio de Salud, la Agencia de 
Infraestructura en Salud y Equi- 
pamiento Médico (Aisem) y dos 
personas particulares. 
La acusación formal fue pre- 
sentada contra el exministro de 
Salud, Marcelo Navajas Salinas; 
el exdirector Jurídico del Minis- 
terio de Salud, Fernando Valen- 
zuela Billewicz; el exdirector 
Ejecutivo de la Aisem, Giovan- 
ni Pachecho Fiorilo; la exencar- 
gada de Equipamiento de la Ai- 
sem, Ana Fernanda Espinoza; 
la exencargada de Adquisicio- 
nes, Gabriela Claudia Pérez; el 
| excónsul de Bolivia en España, 
David Pareja Lozada; el exadmi- 
| nistrador de la Regional Santa 
| Cruz de la Central de Abasteci- 
miento y Suministro de Salud 
(CEASS), Fernando José Arias, 
y Luis Fernando Humérez, 
quien habría sido el contacto 
entre los personeros de la em- 
presa española y el exdirector 
Jurídico del Ministerio de Sa- 
lud, Fernando Valenzuela. 


PRUEBAS 

El Ministerio Público emitió la 
acusación formal sustentada en 
22 pruebas testificales y 73 prue- 
bas documentales colectadas a lo 
largo de la etapa preparatoria de 
la investigación. 

Entre las pruebas de cargo fi- 
guran el dictamen pericial de au- 
ditoría forense que identificó las 
irregularidades en el proceso de 
adquisición de 170 ventiladores 
pulmonares, informes técnico- 
periciales de informática forense 
a diferentes equipos celulares, de 
donde se extrajo conversaciones 
borradas que vinculan a los acu- 
sados en estos hechos, informes 
técnicos que revelan que los venti- 
ladores no contaban con los acce- 
sorios ni las especificaciones téc- 
nicas ofertadas por el proveedor. 

Entre las pruebas más impor- 
tantes está también el dictamen 
pericial emitido por un especia- 
lista-técnico, que estableció que 
los ventiladores pulmonares no 
son aptos para la Unidad de Tera- 
pia Intensiva (UTD, ni para tratar 
pacientes críticos de Covid-19. 

Los delitos por los que deben 
responder los imputados ante la 
justicia son incumplimiento de 
deberes, conducta antieconómi- 
ca, uso indebido de influencias, 
contratos lesivos al Estado, deli- 
tos contra la salud pública, favo- 
recimiento al enriquecimiento ilí- 
cito, entre otros. 

El Ministerio Público solicitó 

una sentencia condenatoria de 

10 años de prisión para todos 

los responsables. 
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RÉGIMEN OCULTÓ CIFRAS REALES 
DE MUERTES POR COVID-19 


adáveres en domicilios, 
calles y avenidas, pla- 
zas públicas, vehículos y 
afuera de los centros de 
salud. Cientos de entierros en ce- 
menterios clandestinos en todas 
las ciudades del país. Esa fue la si- 
tuación que Bolivia vivió en la pri- 
mera ola del Covid-19, durante el 
régimen de Jeanine Añez. 

El procurador general del Es- 
tado, Wilfredo Chávez, reveló que 
las estadísticas de fallecidos por 
el coronavirus, entre marzo y no- 
viembre de 2020, fueron mayores 
a las que reportó oficialmente el 
régimen de Añez. 

“Las estadísticas que tene- 
mos de personas fallecidas por 
el Covid-19 son mayores a las 
que ha manejado la dictadura 
para tratar de mimetizar y mi- 
nimizar la muerte de bolivia- 
nos, en gran medida por falta 
de respiradores o de ventilado- 
res que nunca se han usado, que 
no han servido y que ha sido un 
negociado asqueroso que oca- 
sionó la muerte de miles de per- 
sonas”, afirmó Chávez durante 
la Rendición Pública de Cuentas 
Inicial 2023 de la Procuraduría 
General del Estado que se cum- 

plió en mayo, en El Alto. 

Chávez sospecha que la 
compra de respiradores inser- 
vibles y con sobreprecio para 
los pacientes Covid —que 
murieron por falta de esos 
equipos—, obligó al régimen 
de Añez a rebajar la cifra real 
de fallecidos. 


En 2020, el influyente 
The New York Times, rotativo 
estadounidense de alcance y 
prestigio global, denunciaba: 
“El gobierno de transición de 
Jeanine Añez —que culpó a 
Evo Morales de un mal mane- 
jo del sistema de salud en sus 

| 14 años en el poder— enfren- 
tó la crisis sanitaria de for- 
ma caótica y el aumento de 


muertes que siguió fue uno de 
los peores del mundo”. 

En la administración de fac- 
to de Añez el sistema de salud fue 
desbordado en la amplia geografía 
nacional durante los meses más di- 
fíciles de la pandemia de Covid-19. 

Conseguir una cama en un 
centro de salud o acceder a una 
unidad de terapia intensiva fue 
casi imposible en algunas regio- 
nes de Bolivia, abatida social y 
políticamente tras la crisis que 
obligó en noviembre de 2019 al 
entonces presidente Evo Morales 
a dimitir al cargo. 


El aumento de los decesos 
—entre junio y septiembre de 
2020— colapsó los hospitales 
bolivianos y obligó a las auto- 
ridades municipales a ampliar 
sus crematorios y abrir nuevos 
cementerios. 

La Policía recogió cadáve- 
res en domicilios, calles y ave- 
nidas, plazas públicas, vehí- 
culos y en alrededores de los 
centros de salud. 

En la mayoría de los casos, las 
personas fallecieron luego de pe- 
regrinar por varios hospitales y no 
poder internarse. 

En un balance de abril a sep- 
tiembre, la fuerza pública —en- 
cargada de atender fallecimien- 
tos extrahospitalarios— informó 
que entre el 85% y 90% de los 
“Cuerpos recogidos eran con pro- 
babilidad sospechosos del nuevo 
coronavirus”. 

Cerca de 9.000 muertos ofi- 
ciales contabilizó el gobierno de 
Añez. Sin embargo, la cifra, con 
los subregistros, que agregaba 
los casos extrahospitalarios, ron- 
daba los 20 mil. 

La cifra de 20 mil muertos la 
señalaron puntualmente orga- 
nizaciones no gubernamenta- 
les y funcionarios de Registro 
Civil a medios de prensa de La 
Paz y Cochabamba, ya en sep- 
tiembre de 2020. 
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a administración del 
Presidente socialista 
gestionó y adquirió, de 
acuerdo con datos del 
Ministerio de Salud, más de 23 
millones de dosis de las vacu- 
nas Sputnik V, AstraZeneca, Si- 
nopharm, Pfizer y Janssen. 

La vacunación gratuita 
supera los 16 millones de do- 
sis aplicadas entre la prime- 
ra, segunda, tercera, cuarta y 
unidosis a los diferentes gru- 
pos etarios. 

Hasta el momento, los go- 
biernos subnacionales no ges- 
tionaron ni adquirieron ni una 
sola vacuna. 

Con militares armados en 
las calles obligando a los ciu- 
dadanos a un confinamiento 
forzado, la primera ola del Co- 
vid-19 cobró la vida de más de 
9.000 personas en el país, de 
acuerdo con reportes del go- 
bierno de facto, pero fallecidos 
extrahospitalarios en calles, 
vehículos, domicilios y puert- 
tas de hospitales elevan la cifra 
a más de 20.000. 

La sexta ola de la pande- 
mia, por el contrario, se instaló 
en el país con una política esta- 
tal de vacunación administra- 
da y 0,15% de letalidad. 

El Gobierno de Bolivia eje- 
cuta desde enero de 2021 el 
Plan Estratégico Nacional de 
Lucha contra la Covid-19, cu- 
yos primeros dos casos en te- 
rritorio nacional se registraron 
el 10 de marzo de 2020. 

Desde la llegada del pre- 
sidente Luis Arce al gobierno 
se desarrolló un trabajo arduo 
para garantizar medicinas, va- 
cunas y pruebas, con campa- 
ñas de inmunización puerta a 
puerta y capacitaciones. La Ley 
1359 permitió al Ministerio de 
Salud y Deportes retomar las 
acciones para combatir la pan- 
demia y establecer un Conse- 
jo Nacional Estratégico para 
Emergencias Sanitarias, como 
una instancia consultiva y de- 
cisoria multidisciplinaria. 

De acuerdo con el Ministe- 
rio de Salud, el país registra los 
niveles de contagio más bajos 
desde el inicio de la pandemia. 


FIN DELA EMERGENCIA 

La emergencia sanitaria lle- 
gó a su fin, pero las medidas de 
bioseguridad se mantendrán 
vigentes en todo el país. 

La emergencia por el Co- 
vid-19 se inició en el país en 
marzo de 2020. 

La Organización Mundial 
de la Salud (OMS) ya declaró el 
fin de la emergencia sanitaria 
en el mundo a inicios de mayo. 


AMY ) 
EL GOBIERNO DE LUIS 
ARCE RESOLVIO CON 
VACUNACIÓN GRATUITA 
EL PROBLEMA DE LA 
PANDEMIA DE COVID-19 


LA ADMINISTRACIÓN SOCIALISTA ejecuta desde enero de 2021 el Plan 
Estratégico Nacional de Lucha contra el Coronavirus. 


